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“ANEXO DE REFERENCIAS LEGALES” 
 

EL PRESENTE ANEXO DE REFERENCIAS LEGALES APLICA PARA LOS  
SIGUIENTES MODELOS DE CONTRATO: 

ESQUEMA RECA 6/07/2016 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Bajo Adquisición de vivienda 0310-138-006725/18-01600-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Bajo Pago de Hipoteca 0310-138-008247/12-01601-0716 

Contrato adquisición tasa fija con pago fijo  0310-138-006782/16-01278-0616 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Fijo Pago de Hipoteca 0310-138-006902/12-01602-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Bajo Alia2 mancomunado 0310-138-011892/08-01627-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Bajo Alia2 Plus 0310-138-006779/16-01628-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Bajo Respalda2 0310-138-007152/12-01629-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Fijo Alia2 mancomunado 0310-138-011976/08-01630-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Fijo Alia2 Plus 0310-138-006781/15-01631-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Fijo Respalda2 0310-138-007159/12-01632-0716 

Hipoteca más HSBC Pago de pasivos más liquidez 0310-138-011449/07-01623-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Bajo Apoyo Infonavit 0310-138-006830/12-01633-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Bajo Cofinavit conyugal 0310-138-014920/06-01634-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Bajo Cofinavit 0310-138-008248/12-01635-0716 

 Pago Bajo con Portabilidad Apoyo Infonavit 0310-138-023693/03-01636-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago FIjo Apoyo Infonavit 0310-138-006884/11-01637-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Fijo Cofinavit conyugal 0310-138-013670/07-01638-0716 

Crédito Hipotecario HSBC Pago Fijo Cofinavit 0310-138-008249/10-01639-0716 

 Pago Fijo con Portabilidad Apoyo Infonavit 0310-138-023694/03-01640-0716 

Liquidez 0310-138-000956/12-01625-0716  

Para fines de transparencia y claridad de los preceptos legales citados en los contratos firmados por 
HSBC MÉXICO, y en cumplimiento de lo dispuesto por el Ley para la Transparencia y Ordenamiento 
de los Servicios Financieros y de aquellas disposiciones emitidas por la Comisión Nacional para la 
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, el presente contiene la transcripción 
de todos los preceptos legales citados. 
 

LEY DE TRANSPARENCIA Y DE FOMENTO A LA COMPETENCIA EN EL CRÉDITO 
GARANTIZADO 
 
Artículo 6.- Las Entidades, tratándose de Créditos Garantizados a la Vivienda, estarán obligadas a 
extender sin costo alguno, una oferta vinculante a petición del solicitante y con base en la 
información que de buena fe declare éste, sin requerir la presentación de los documentos que 
soporten dicha información. 

 
A tal efecto, las Entidades a petición del cliente deberán proporcionar una solicitud de crédito, la que 
contendrá todos los requisitos que deberá declarar el solicitante a efecto de obtener la oferta 
vinculante. Dicha solicitud deberá establecer todos los documentos y requisitos necesarios para la 
contratación del crédito y que se deban presentar al aceptar la oferta. 

 
La oferta vinculante tendrá el objeto de establecer los términos y condiciones específicos mediante 
los cuales la Entidad se obliga a otorgar el Crédito Garantizado a la Vivienda al solicitante, y deberá 
contener, al menos:  

 
I. Importe del préstamo y forma de entrega del mismo; 
 
II. Forma de amortización; 
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III. La tasa de interés ordinaria, moratoria y el Costo Anual Total; 
  
IV. Comisiones aplicables; 
 
V. Aceptación expresa por parte de la Entidad que otorga el crédito, de que recibirá el pago 
adelantado del mismo por parte de cualquiera otra Entidad y le cederá todos sus derechos derivados 
del contrato correspondiente, así como la aceptación expresa de que admitirá la sustitución de 
deudor, en términos de los artículos 13 y 14 de la presente Ley; 
 
VI. Gastos a cargo del acreditado; 
 
VII. Las causas y penas por terminación o resolución anticipada, y 
 
VIII. Las demás que establezcan las Reglas. 

 
Las Reglas especificarán el formato de la solicitud de crédito y de la oferta vinculante, con el objeto 
de facilitar la comparación que realice el solicitante frente a ofertas de otras Entidades.  

 
La oferta vinculante se formulará por escrito y obligará a la Entidad por un plazo de 20 días naturales 
contados a partir de su fecha de recepción. Lo anterior surtirá efectos, siempre y cuando dentro de 
dicho plazo el solicitante dé aviso por escrito de la aceptación de la oferta vinculante y se presente 
debidamente requisitada toda la documentación soporte de la información que se haya declarado en 
la solicitud. Lo anterior en el entendido de que la Entidad no podrá solicitar ningún documento 
adicional a los señalados en dicha solicitud. 

 
La Entidad estará obligada a otorgar el Crédito Garantizado a la Vivienda en los términos y 
condiciones establecidos en la oferta vinculante, siempre y cuando, la Entidad compruebe: la 
identidad del solicitante; la veracidad y autenticidad de los datos que hubiese proporcionado el 
solicitante; la capacidad crediticia del solicitante conforme a las sanas prácticas y condiciones de 
mercado; la realización de un avalúo practicado por un valuador autorizado, y el cumplimiento de las 
demás formalidades que requiera la Ley. 

 
Si una vez realizado el avalúo, existieren diferencias entre éste y el valor declarado de la garantía, la 
Entidad procurará mantener la tasa de interés ofrecida en la oferta vinculante. 
 
Artículo 9.- Los fedatarios públicos frente a los cuales se otorgue la escritura tendrán las siguientes 
obligaciones: 
 
I. Comprobar que las cláusulas financieras contenidas en el contrato de crédito coincidan con los 
términos y condiciones ofertados en la oferta vinculante;  
 
II. Comprobar que no se incluyan gastos o comisiones a cargo del acreditado, que debieran haberse 
incluido en las cláusulas financieras, y 
 
III. Las demás que prevean las Reglas. 
 
Artículo 20.- Si en la contratación del Crédito Garantizado se ofrece al deudor un seguro con cargo 
a éste, el costo y consentimiento para contratar dicho seguro deberá constar expresamente en la 
misma sección en la que habrá de recabarse su consentimiento. Asimismo, si tal seguro se 
establece por la Entidad como requisito de contratación del crédito, deberá informarse al deudor que 
su contratación con la propia Entidad es opcional. 
 
 

LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTOS DE LOS SERVICIOS 
FINANCIEROS 
 
Artículo 23.- En todas las operaciones y servicios que las Entidades Financieras celebren por medio 
de Contratos de Adhesión masivamente celebradas y hasta por los montos máximos que establezca 
la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros en 
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disposiciones de carácter general, aquéllas deberán proporcionarle a sus Clientes la asistencia, 
acceso y facilidades necesarias para atender las aclaraciones relacionadas con dichas operaciones y 
servicios. 
 

Al efecto, sin perjuicio de los demás procedimientos y requisitos que impongan otras autoridades 
financieras facultadas para ello en relación con operaciones materia de su ámbito de competencia, 
en todo caso se estará a lo siguiente: 

 
I.  Cuando el Cliente no esté de acuerdo con alguno de los movimientos que aparezcan en el 

estado de cuenta respectivo o en los medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología que se hubieren pactado, podrá presentar una solicitud de aclaración dentro del 
plazo de noventa días naturales contados a partir de la fecha de corte o, en su caso, de la 
realización de la operación o del servicio. 

 
La solicitud respectiva podrá presentarse ante la sucursal en la que radica la cuenta, o bien, 
en la unidad especializada de la institución de que se trate, mediante escrito, correo 
electrónico o cualquier otro medio por el que se pueda comprobar fehacientemente su 
recepción. En todos los casos, la institución estará obligada a acusar recibo de dicha 
solicitud. 

 
 Tratándose de cantidades a cargo del Cliente dispuestas mediante cualquier mecanismo 

determinado al efecto por la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios 
de los Servicios Financieros en disposiciones de carácter general, el Cliente tendrá el 
derecho de no realizar el pago cuya aclaración solicita, así como el de cualquier otra 
cantidad relacionada con dicho pago, hasta en tanto se resuelva la aclaración conforme al 
procedimiento a que se refiere este artículo; 

 
II.  Una vez recibida la solicitud de aclaración, la institución tendrá un plazo máximo de cuarenta 

y cinco días para entregar al Cliente el dictamen correspondiente, anexando copia simple del 
documento o evidencia considerada para la emisión de dicho dictamen, con base en la 
información que, conforme a las disposiciones aplicables, deba obrar en su poder, así como 
un informe detallado en el que se respondan todos los hechos contenidos en la solicitud 
presentada por el Cliente. En el caso de reclamaciones relativas a operaciones realizadas en 
el extranjero, el plazo previsto en este párrafo será hasta de ciento ochenta días naturales. 

 
El dictamen e informe antes referidos deberán formularse por escrito y suscribirse por 
personal de la institución facultado para ello. En el evento de que, conforme al dictamen que 
emita la institución, resulte procedente el cobro del monto respectivo, el Cliente deberá hacer 
el pago de la cantidad a su cargo, incluyendo los intereses ordinarios conforme a lo pactado, 
sin que proceda el cobro de intereses moratorios y otros accesorios generados por la 
suspensión del pago realizada en términos de esta disposición; 

 
III.  Dentro del plazo de cuarenta y cinco días naturales contado a partir de la entrega del 

dictamen a que se refiere la fracción anterior, la institución estará obligada a poner a 
disposición del Cliente en la sucursal en la que radica la cuenta, o bien, en la unidad 
especializada de la institución de que se trate, el expediente generado con motivo de la 
solicitud, así como a integrar en éste, bajo su más estricta responsabilidad, toda la 
documentación e información que, conforme a las disposiciones aplicables, deba obrar en su 
poder y que se relacione directamente con la solicitud de aclaración que corresponda y sin 
incluir datos correspondientes a operaciones relacionadas con terceras personas; 

 
IV. En caso de que la institución no diere respuesta oportuna a la solicitud del Cliente o no le 

entregare el dictamen e informe detallado, así como la documentación o evidencia antes 
referidos, la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de los 
Servicios Financieros, impondrá multa en los términos previstos en la fracción XI del artículo 
43 de esta Ley por un monto equivalente al reclamado por el Cliente en términos de este 
artículo, y 
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V.  Hasta en tanto la solicitud de aclaración de que se trate no quede resuelta de conformidad 
con el procedimiento señalado en este artículo, la institución no podrá reportar como 
vencidas las cantidades sujetas a dicha aclaración a las sociedades de información 
crediticia. 

 
Lo antes dispuesto es sin perjuicio del derecho de los Clientes de acudir ante la Comisión Nacional 
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros o ante la autoridad 
jurisdiccional correspondiente conforme a las disposiciones legales aplicables, así como de las 
sanciones que deban imponerse a la institución por incumplimiento a lo establecido en el presente 
artículo. Sin embargo, el procedimiento previsto en este artículo quedará sin efectos a partir de que 
el Cliente presente su demanda ante autoridad jurisdiccional o conduzca su reclamación en términos 
y plazos de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros. 
 
Artículo 23 Bis.- A las Entidades les estará prohibido condicionar la contratación de operaciones o 
servicios financieros a la contratación de otra operación o servicio. 

 
Sin perjuicio de lo anterior, las Entidades podrán ofrecer productos y servicios financieros de otras 
Entidades que estén ligados a los productos y servicios ofrecidos al Cliente, cuando se cuente con el 
consentimiento expreso de éste para contratar los productos o servicios adicionales o ligados con la 
operación o servicio solicitado, bajo la premisa de que es un derecho innegable del Cliente contratar 
éstos a través de un tercero independiente. 

 
Lo previsto en el párrafo anterior, deberá informarse a los Clientes a través de los contratos que se 
celebren con éstos, así como de la publicidad de los productos y servicios financieros de que se 
trate. 

 
Las Instituciones Financieras que sostengan contratos con Clientes respecto a determinados 
productos y servicios, deberán de solicitar la aprobación al momento de la firma del mismo por parte 
de los Clientes, para compartir información de éstos, que no esté sujeta a disposiciones de secrecía 
con terceros que ofrezcan otro tipo de productos y servicios adicionales y que estén relacionados 
con el producto o servicio que estén contratando. 
 

 
LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO 
 
Artículo 4.- En las operaciones de crédito que esta ley reglamenta, se presume que los codeudores 
se obligan solidariamente. 
 
Artículo 294.- Aun cuando en el contrato se hayan fijado el importe del crédito y el plazo en que 
tiene derecho a hacer uso de él el acreditado, pueden las partes convenir en que cualquiera o una 
sola de ellas estará facultada para restringir el uno o el otro, o ambos a la vez, o para denunciar el 
contrato a partir de una fecha determinada o en cualquier tiempo, mediante aviso dado a la otra parte 
en la forma prevista en el contrato, o a falta de ésta, por ante notario o corredor, y en su defecto, por 
conducto de la primera autoridad política del lugar de su residencia, siendo aplicables al acto 
respectivo los párrafos tercero y cuarto del artículo 143. 
 
Cuando no se estipule término, se entenderá que cualquiera de las partes puede dar por concluido el 
contrato en todo tiempo, notificándolo así a la otra como queda dicho respecto del aviso a que se 
refiere el párrafo anterior. 
 
Denunciado el contrato o notificada su terminación de acuerdo con lo que antecede, se extinguirá el 
crédito en la parte de que no hubiere hecho uso el acreditado hasta el momento de esos actos; pero 
a no ser que otra cosa se estipule, no quedará liberado el acreditado de pagar los premios, 
comisiones y gastos correspondientes a las sumas de que no hubiere dispuesto, sino cuando la 
denuncia o la notificación dichas procedan del acreditante. 
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LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO 
 
Artículo 57.- Los clientes de las instituciones de crédito que mantengan cuentas vinculadas con las 
operaciones a que se refieren las fracciones I y II del artículo 46 de esta Ley podrán autorizar a 
terceros para que hagan disposiciones de efectivo con cargo a dichas cuentas. Para ello, las 
instituciones deberán contar con la autorización del titular o titulares de la cuenta. Tratándose de 
instituciones de banca múltiple, éstas además deberán realizar los actos necesarios para que en los 
contratos en los que se documenten las operaciones referidas, se señale expresamente a la o las 
personas que tendrán derecho al pago de las obligaciones garantizadas a que se refiere la Ley de 
Protección al Ahorro Bancario. 

 
Asimismo, los clientes de las instituciones de crédito podrán domiciliar el pago de bienes y servicios 
en las cuentas de depósito referidas en los incisos a) y c) de la fracción I del artículo 46 de esta Ley. 
Los clientes podrán autorizar los cargos directamente a la institución de crédito o a los proveedores 
de los bienes o servicios. 

 
Las instituciones de crédito podrán cargar a las mencionadas cuentas los importes correspondientes, 
siempre y cuando: 

 
I.  Cuenten con la autorización del titular o titulares de la cuenta de que se trate, o 
 
II.  El titular o titulares de la cuenta autoricen los cargos por medio del proveedor y éste, a 

través de la institución de crédito que le ofrezca el servicio de cobro respectivo, instruya a 
la institución de crédito que mantenga el depósito correspondiente a realizar los cargos. En 
este caso, la autorización podrá quedar en poder del proveedor. 

 
El titular de la cuenta de depósito que desee objetar un cargo de los previstos en el segundo párrafo 
de este artículo deberá seguir el procedimiento y cumplir los requisitos que, al efecto, establezca el 
Banco de México mediante disposiciones de carácter general. 

 
En los supuestos y plazos que señalen las disposiciones mencionadas en el párrafo anterior, cuando 
una misma institución lleve las cuentas del depositante que objetó el cargo y del proveedor, deberá 
abonar en la primera el importe total del cargo objetado y posteriormente podrá cargar tal importe a 
la cuenta que lleve al proveedor. Cuando las aludidas cuentas las lleven instituciones de crédito 
distintas, la institución que lleve la cuenta del proveedor deberá devolver los recursos 
correspondientes a la institución que lleve la cuenta al depositante para que los abone a ésta y, 
posteriormente, la institución que lleve la cuenta al proveedor podrá cargar a ella el importe 
correspondiente. 

 
Previo a la prestación de los servicios de domiciliación a que se refiere este artículo, las instituciones 
de crédito deberán pactar con los proveedores el procedimiento para efectuar los cargos a que se 
refiere el párrafo anterior. 

 
En cualquier momento, el depositante podrá solicitar la cancelación de la domiciliación a la institución 
de crédito que le lleve la cuenta, sin importar quién conserve la autorización de los cargos 
correspondientes. La citada cancelación surtirá efectos en el plazo que establezca el Banco de 
México en las disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo, el cual no podrá 
exceder de los diez días hábiles bancarios siguientes a aquél en que la institución de crédito la 
reciba, por lo que a partir de dicha fecha deberá rechazar cualquier nuevo cargo en favor del 
proveedor. 

 
Las autorizaciones, instrucciones y comunicaciones a que se refiere este artículo podrán llevarse a 
cabo por escrito con firma autógrafa o a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología que previamente convengan las partes. 
 
Artículo 95.- Las instituciones de crédito deberán cerrar sus puertas y suspender operaciones en los 
días que señale la Comisión Nacional Bancaria mediante disposiciones de carácter general. 
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Los días señalados en los citados términos se podrán considerar inhábiles para todos los efectos 
legales, cuando así lo determine la propia Comisión. 
 
Artículo 115.- En los casos previstos en los artículos 111 a 114 de esta Ley, se procederá 
indistintamente a petición de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quien requerirá la opinión 
previa de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores o bien, a petición de la institución de crédito de 
que se trate, del titular de las cuentas bancarias o de quien tenga interés jurídico. 

 
En los casos previstos en los artículos 114 Bis 1, 114 Bis 2, 114 Bis 3 y 114 Bis 4 de esta Ley, se 
procederá a petición de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a solicitud de quien tenga 
interés jurídico. Dicha Secretaría requerirá la opinión previa de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores. 
 
Lo dispuesto en los artículos citados en este Capítulo, no excluye la imposición de las sanciones que 
conforme a otras leyes fueren aplicables, por la comisión de otro u otros delitos.  
Las instituciones de crédito, en términos de las disposiciones de carácter general que emita la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les 
resulten aplicables, a: 
 

 
I.  Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u 

operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier 
especie para la comisión de los delitos previstos en los artículos 139 ó 148 Bis del Código 
Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 400 Bis del mismo 
Código, y 

 
II.  Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores, reportes sobre: 
 

a.  Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a 
la fracción anterior, y 

 
b.  Todo acto, operación o servicio, que realicen los miembros del consejo de 

administración, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, que pudiesen 
ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o que, en su caso, 
pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones señaladas. 

 
Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, 
cuando menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las 
características que deban reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para 
ser reportados, teniendo en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios 
y financieros con que se realicen, y las prácticas comerciales y bancarias que se observen en las 
plazas donde se efectúen; así como la periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de 
transmitirse la información. Los reportes deberán referirse cuando menos a operaciones que se 
definan por las disposiciones de carácter general como relevantes, internas preocupantes e 
inusuales, las relacionadas con transferencias internacionales y operaciones en efectivo realizadas 
en moneda extranjera. 

 
Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas disposiciones de carácter 
general emitirá los lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las instituciones de crédito 
deberán observar respecto de: 

 
a.  El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán 

considerar los antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional 
y las plazas en que operen; 
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b.  La información y documentación que dichas instituciones deban recabar para la 
apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios 
que ellas presten y que acredite plenamente la identidad de sus clientes; 

 
c. La forma en que las mismas instituciones deberán resguardar y garantizar la seguridad 

de la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios 
o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios 
reportados conforme al presente artículo; 

 
d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las instituciones sobre la 

materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el 
presente artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento; 

 
e. El uso de sistemas automatizados que coadyuven al cumplimiento de las medidas y 

procedimientos que se establezcan en las propias disposiciones de carácter general a 
que se refiere este artículo, y 

 
f. El establecimiento de aquellas estructuras internas que deban funcionar como áreas de 

cumplimiento en la materia, al interior de cada institución de crédito. 
 

Las instituciones de crédito deberán conservar, por al menos diez años, la información y 
documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste 
u otros ordenamientos aplicables. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a las instituciones de crédito, quienes estarán 
obligadas a entregar información y documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios 
a que se refiere este artículo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para 
obtener información adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar información a las 
autoridades competentes. 

 
Las instituciones de crédito deberán suspender de forma inmediata la realización de actos, 
operaciones o servicios con los clientes o usuarios que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
les informe mediante una lista de personas bloqueadas que tendrá el carácter de confidencial. La 
lista de personas bloqueadas tendrá la finalidad de prevenir y detectar actos, omisiones u 
operaciones que pudieran ubicarse en los supuestos previstos en los artículos referidos en la 
fracción I de este artículo. 
 
La obligación de suspensión a que se refiere el párrafo anterior dejará de surtir sus efectos cuando la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público elimine de la lista de personas bloqueadas al cliente o 
usuario en cuestión. 

 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público establecerá, en las disposiciones de carácter general a 
que se refiere este artículo, los parámetros para la determinación de la introducción o eliminación de 
personas en la lista de personas bloqueadas. 
 
El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 142 de esta Ley. 

 
Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las 
instituciones de crédito, así como por los miembros del consejo de administración, directivos, 
funcionarios, empleados y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades como las 
personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que 
mediante dichas disposiciones se establezcan. 

 
La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo 107 Bis, 109 Bis 5, 
segundo y tercer párrafos de la presente Ley, con multa equivalente del 10% al 100% del monto del 
acto, operación o servicio que se realice con un cliente o usuario que se haya informado que se 
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encuentra en la lista de personas bloqueadas a que se refiere este artículo; con multa equivalente 
del 10% al 100% del monto de la operación inusual no reportada o, en su caso, de la serie de 
operaciones relacionadas entre sí del mismo cliente o usuario, que debieron haber sido reportadas 
como operaciones inusuales; tratándose de operaciones relevantes, internas preocupantes, las 
relacionadas con transferencias internacionales y operaciones en efectivo realizadas en moneda 
extranjera, no reportadas, así como los incumplimientos a cualquiera de los incisos a., b., c., e. del 
quinto párrafo de este artículo, se sancionará con multa de 30,000 a 100,000 días de salario y en los 
demás casos de incumplimiento a este precepto y a las disposiciones que de él emanen multa de 
5,000 a 50,000 días de salario. 
 
Párrafo (antes) Décimo Primero.- Se deroga. 

 
Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, las instituciones de crédito, sus miembros del consejo de administración, 
directivos, funcionarios, empleados y apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes 
y demás documentación e información a que se refiere este artículo, a personas o autoridades 
distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o 
conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los 
términos de las leyes correspondientes. 
 
Artículo 142.- La información y documentación relativa a las operaciones y servicios a que se refiere 
el artículo 46 de la presente Ley, tendrá carácter confidencial, por lo que las instituciones de crédito, 
en protección del derecho a la privacidad de sus clientes y usuarios que en este artículo se 
establece, en ningún caso podrán dar noticias o información de los depósitos, operaciones o 
servicios, incluyendo los previstos en la fracción XV del citado artículo 46, sino al depositante, 
deudor, titular, beneficiario, fideicomitente, fideicomisario, comitente o mandante, a sus 
representantes legales o a quienes tengan otorgado poder para disponer de la cuenta o para 
intervenir en la operación o servicio. 

 
Como excepción a lo dispuesto por el párrafo anterior, las instituciones de crédito estarán obligadas 
a dar las noticias o información a que se refiere dicho párrafo, cuando lo solicite la autoridad judicial 
en virtud de providencia dictada en juicio en el que el titular o, en su caso, el fideicomitente, 
fideicomisario, fiduciario, comitente, comisionista, mandante o mandatario sea parte o acusado. Para 
los efectos del presente párrafo, la autoridad judicial podrá formular su solicitud directamente a la 
institución de crédito, o a través de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

 
Las instituciones de crédito también estarán exceptuadas de la prohibición prevista en el primer 
párrafo de este artículo y, por tanto, obligadas a dar las noticias o información mencionadas, en los 
casos en que sean solicitadas por las siguientes autoridades: 

 
I. El Procurador General de la República o el servidor público en quien delegue facultades 

para requerir información, para la comprobación del hecho que la ley señale como delito y 
de la probable responsabilidad del indiciado; 

 
II. Los procuradores generales de justicia de los Estados de la Federación y del Distrito 

Federal o subprocuradores, para la comprobación del hecho que la ley señale como delito 
y de la probable responsabilidad del indiciado; 

 
III. El Procurador General de Justicia Militar, para la comprobación del hecho que la ley señale 

como delito y de la probable responsabilidad del indiciado; 
 
IV. Las autoridades hacendarias federales, para fines fiscales; 
 
V. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para efectos de lo dispuesto por el artículo 

115 de la presente Ley; 
 
VI. El Tesorero de la Federación, cuando el acto de vigilancia lo amerite, para solicitar los 

estados de cuenta y cualquier otra información relativa a las cuentas personales de los 
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servidores públicos, auxiliares y, en su caso, particulares relacionados con la investigación 
de que se trate; 

 
VII. La Auditoría Superior de la Federación, en ejercicio de sus facultades de revisión y 

fiscalización de la Cuenta Pública Federal y respecto a cuentas o contratos a través de los 
cuáles se administren o ejerzan recursos públicos federales; 

 
VIII. El titular y los subsecretarios de la Secretaría de la Función Pública, en ejercicio de sus 

facultades de investigación o auditoría para verificar la evolución del patrimonio de los 
servidores públicos federales. 

 
 La solicitud de información y documentación a que se refiere el párrafo anterior, deberá 

formularse en todo caso, dentro del procedimiento de verificación a que se refieren los 
artículos 41 y 42 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos, y 

 
IX. La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos, órgano técnico del 

Consejo General del Instituto Federal Electoral, para el ejercicio de sus atribuciones 
legales, en los términos establecidos en el Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. Las autoridades electorales de las entidades federativas 
solicitarán y obtendrán la información que resulte necesaria también para el ejercicio de 
sus atribuciones legales a través de la unidad primeramente mencionada. 

 
Las autoridades mencionadas en las fracciones anteriores solicitarán las noticias o información a que 
se refiere este artículo en el ejercicio de sus facultades y de conformidad con las disposiciones 
legales que les resulten aplicables. 

 
Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este artículo deberán formularse con la debida 
fundamentación y motivación, por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Los 
servidores públicos y las instituciones señalados en las fracciones I y VII, y la unidad de fiscalización 
a que se refiere la fracción IX, podrán optar por solicitar a la autoridad judicial que expida la orden 
correspondiente, a efecto de que la institución de crédito entregue la información requerida, siempre 
que dichos servidores o autoridades especifiquen la denominación de la institución, el número de 
cuenta, el nombre del cuentahabiente o usuario y demás datos y elementos que permitan su 
identificación plena, de acuerdo con la operación de que se trate. 

 
Los empleados y funcionarios de las instituciones de crédito serán responsables, en los términos de 
las disposiciones aplicables, por violación del secreto que se establece y las instituciones estarán 
obligadas en caso de revelación indebida del secreto, a reparar los daños y perjuicios que se 
causen. 

 
Lo anterior, en forma alguna afecta la obligación que tienen las instituciones de crédito de 
proporcionar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, toda clase de información y documentos 
que, en ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, les solicite en relación con las 
operaciones que celebren y los servicios que presten, así como tampoco la obligación de 
proporcionar la información que les sea solicitada por el Banco de México, el Instituto para la 
Protección al Ahorro Bancario y la Comisión para la Protección y Defensa de los Usuarios de 
Servicios Financieros, en los términos de las disposiciones legales aplicables. 

 
Se entenderá que no existe violación al secreto propio de las operaciones a que se refiere la fracción 
XV del artículo 46 de esta Ley, en los casos en que la Auditoría Superior de la Federación, con 
fundamento en la ley que norma su gestión, requiera la información a que se refiere el presente 
artículo. 

 
Los documentos y los datos que proporcionen las instituciones de crédito como consecuencia de las 
excepciones al primer párrafo del presente artículo, sólo podrán ser utilizados en las actuaciones que 
correspondan en términos de ley y, respecto de aquéllos, se deberá observar la más estricta 
confidencialidad, aun cuando el servidor público de que se trate se separe del servicio. Al servidor 
público que indebidamente quebrante la reserva de las actuaciones, proporcione copia de las 
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mismas o de los documentos con ellas relacionados, o que de cualquier otra forma revele 
información en ellos contenida, quedará sujeto a las responsabilidades administrativas, civiles o 
penales correspondientes. 

 
Las instituciones de crédito deberán dar contestación a los requerimientos que la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores les formule en virtud de las peticiones de las autoridades indicadas en este 
artículo, dentro de los plazos que la misma determine. La propia Comisión podrá sancionar a las 
instituciones de crédito que no cumplan con los plazos y condiciones que se establezca, de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 108 al 110 de la presente Ley. 

 
La Comisión emitirá disposiciones de carácter general en las que establezca los requisitos que 
deberán reunir las solicitudes o requerimientos de información que formulen las autoridades a que se 
refieren las fracciones I a IX de este artículo, a efecto de que las instituciones de crédito requeridas 
estén en aptitud de identificar, localizar y aportar las noticias o información solicitadas. 
 
 

CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL 
 
Artículo 2896.-  La hipoteca se extiende aunque no se exprese: 
 
I. A las accesiones naturales del bien hipotecado; 
 
II. A las mejoras hechas por el propietario en los bienes gravados; 
 
III. A los objetos muebles incorporados permanentemente por el propietario a la finca y que no 
puedan separarse sin menoscabo de ésta o deterioro de esos objetos; 
 
IV. A los nuevos edificios que el propietario construya sobre el terreno hipotecado, y a los nuevos 
pisos que levante sobre los edificios hipotecados. 
 
Artículo 2897.- Salvo pacto en contrario, la hipoteca no comprenderá: 
 
I. Los frutos industriales de los bienes hipotecados, siempre que esos frutos se hayan producido 
antes de que el acreedor exija el pago de su crédito; 
 
II. Las rentas vencidas y no satisfechas al tiempo de exigirse el cumplimiento de la obligación 
garantizada. 
 

 
LEY PARA REGULAR LAS SOCIEDADES DE INFORMACIÓN CREDITICIA 
 
Artículo 20.- La base de datos de las Sociedades se integrará con la información sobre operaciones 
crediticias y otras de naturaleza análoga que le sea proporcionada por los Usuarios. Los Usuarios 
que entreguen dicha información a las Sociedades deberán hacerlo de manera completa y veraz; 
asimismo, estarán obligados a señalar expresamente la fecha de origen de los créditos que inscriban 
y la fecha del primer incumplimiento. Las Sociedades no deberán inscribir por ningún motivo, créditos 
cuya fecha de origen no sea especificado por los Usuarios, o cuando éste tenga una antigüedad en 
cartera vencida mayor a 72 meses. Lo anterior, de conformidad con lo establecido en los artículos 23 
y 24 de esta Ley. 
 
En caso de que la información proporcionada por el Usuario sea relativa a una persona moral, el 
Usuario deberá incluir a los accionistas o titulares de las partes sociales, según corresponda, que 
sean propietarios del 10% o más del capital social. 
 
Las Entidades Financieras deberán proporcionar, de conformidad con las disposiciones de carácter 
general que, al efecto, emita el Banco de México, la información relativa a sus operaciones 
crediticias, al menos, a una de las Sociedades organizadas conforme a esta Ley. 
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Cuando el cliente realice el cumplimiento de una obligación, el Usuario deberá proporcionar a la 
Sociedad la información del pago correspondiente y la eliminación de la clave de prevención u 
observación correspondiente. El Usuario deberá enviar dicha información dentro de los cinco días 
hábiles posteriores al pago. En el caso a que se refiere el párrafo quinto del artículo 27 bis, los 
Usuarios contarán con un plazo de hasta diez días hábiles para enviar la información actualizada a la 
Sociedad. 
 
En el supuesto al que se refiere el párrafo anterior, las Sociedades tendrán un plazo de hasta tres 
días hábiles contados a partir de la fecha en que hayan recibido la información de los Usuarios, para 
actualizar dicha información en sus bases de datos. 
 
Cuando los clientes se acojan a programas de recuperación de créditos de Entidades Financieras, 
Empresas Comerciales o Sofomes E.N.R. los Usuarios deberán reportar a las sociedades de 
Información Crediticia dichos créditos como saldados, en caso de que hayan sido finiquitados. 
 
Artículo 28.- Las Sociedades sólo podrán proporcionar información a un Usuario, cuando éste 
cuente con la autorización expresa del Cliente, mediante su firma autógrafa, en donde conste de 
manera fehaciente que tiene pleno conocimiento de la naturaleza y alcance de la información que la 
Sociedad proporcionará al Usuario que así la solicite, del uso que dicho Usuario hará de tal 
información y del hecho de que éste podrá realizar consultas periódicas de su historial crediticio, 
durante el tiempo que mantenga relación jurídica con el Cliente. 
 
Las Sociedades podrán proporcionar información a los Usuarios que adquieran o administren cartera 
de crédito, utilizando para ello la autorización que el Cliente haya dado conforme al presente artículo 
al Usuario que otorgó el crédito respectivo originalmente. 
 
Se deroga el tercer párrafo. 
 
Asimismo, el Banco de México podrá autorizar a las Sociedades los términos y condiciones bajo los 
cuales podrán pactar con los Usuarios la sustitución de la firma autógrafa del Cliente, con alguna de 
las formas de manifestación de la voluntad señaladas en el artículo 1803 del Código Civil Federal. 
 
La autorización expresa a que se refiere este artículo será necesaria tratándose de: 
 
I. Personas físicas, y 
 
II. Personas morales con créditos totales inferiores a cuatrocientas mil UDIS, de conformidad con el 
valor de dicha unidad publicado por el Banco de México a la fecha en que se presente la solicitud de 
información. Los Usuarios que realicen consultas relacionadas con personas morales con créditos 
totales superiores a cuatrocientas mil UDIS, no requerirán de la autorización expresa a que se refiere 
el presente artículo. 
 
La obligación de obtener las autorizaciones a que se refiere este artículo, no aplicará a la información 
solicitada por el Banco de México, la Comisión, las autoridades judiciales en virtud de providencia 
dictada en juicio en que el Cliente sea parte o acusado y por las autoridades hacendarias federales, 
cuando la soliciten a través de la Comisión, para fines fiscales, de combate al blanqueo de capitales 
o de acciones tendientes a prevenir y castigar el financiamiento del terrorismo. 
 
La vigencia de la autorización prevista en el primer párrafo de este artículo será de un año contado a 
partir de su otorgamiento, o hasta dos años adicionales a ese año si el Cliente así lo autoriza 
expresamente. En todo caso, la vigencia permanecerá mientras exista relación jurídica entre el 
Usuario y el Cliente. 
 
Los Reportes de Crédito Especiales que sean entregados a los Clientes en términos de esta ley 
deberán contener la identidad de los Usuarios que hayan consultado su información en los 
veinticuatro meses anteriores. 
 
Cuando el texto que contenga la autorización del Cliente forme parte de la documentación que deba 
firmar el mismo para gestionar un servicio ante algún Usuario, dicho texto deberá incluirse en una 
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sección especial dentro de la documentación citada y la firma autógrafa del Cliente relativa al texto 
de su autorización deberá ser una firma adicional a la normalmente requerida por el Usuario para el 
trámite del servicio solicitado. 
 
Se entenderá que violan las disposiciones relativas al Secreto Financiero tanto la Sociedad, como 
sus empleados o funcionarios que participen en alguna consulta a sabiendas de que no se ha 
recabado la autorización a que se refiere este artículo, en los términos de los artículos 29 y 30 
siguientes. 
 
Se considerará que los Usuarios, así como sus empleados o funcionarios involucrados, han violado 
las disposiciones relativas al Secreto Financiero, cuando realicen consultas o divulguen información 
en contravención a lo establecido en los artículos mencionados en el párrafo anterior. 
 
Las Sociedades, sus empleados y funcionarios tendrán prohibido proporcionar información relativa a 
datos personales de los Clientes para comercialización de productos o servicios que pretendan 
ofrecer los Usuarios o cualquier tercero, salvo para la realización de consultas relativas al historial 
crediticio. 
 
Quien proporcione información en contravención a lo establecido en este párrafo, incurrirá en el 
delito de revelación de secretos a que se refiere el artículo 210 del Código Penal Federal. 
 
 

CÓDIGO DE COMERCIO 
 
Artículo 1063.-  Los juicios mercantiles se substanciarán de acuerdo a los procedimientos aplicables 
conforme este Código, las leyes especiales en materia de comercio y en su defecto por el Código 
Federal de Procedimientos Civiles y en último término por el Código de Procedimientos Civiles local. 
 
Artículo 1393.- No encontrándose el demandado a la primera busca en el inmueble señalado por el 
actor, pero cerciorado de ser el domicilio de aquél, se le dejará citatorio fijándole hora hábil, dentro 
de un lapso comprendido entre las seis y las setenta y dos horas posteriores, y si no aguarda, se 
practicará la diligencia de embargo con los parientes, empleados o domésticos del interesado, o 
cualquier otra persona que viva en el domicilio señalado, siguiéndose las reglas del Código Federal 
de Procedimientos Civiles, respecto de los embargos. 

 
Una vez que el actuario o ejecutor se cerciore de que en el domicilio sí habita la persona buscada y 
después de la habilitación de días y horas inhábiles, de persistir la negativa de abrir o de atender la 
diligencia, el actuario dará fe para que el Juez ordene dicha diligencia por medio de edictos sin girar 
oficios para la localización del domicilio. 
 
Artículo 1395.- En el embargo de bienes se seguirá este orden: 

 
I. Las mercancías; 
II. Los créditos de fácil y pronto cobro, a satisfacción del actor; 
III. Los demás muebles del demandado; 
IV. Los inmuebles; 
V. Las demás acciones y derechos que tenga el demandado. 
 

Cualquiera dificultad suscitada en el orden que deba seguirse, no impedirá el embargo. El ejecutor la 
allanará, prefiriendo lo que prudentemente crea más realizable, a reserva de lo que determine el 
juez. 

 
Tratándose de embargo de inmuebles, a petición de la parte actora, el juez requerirá que la 
demandada exhiba el o los contratos celebrados con anterioridad que impliquen la transmisión del 
uso o de la posesión de los mismos a terceros. Sólo se aceptarán contratos que cumplan con todos 
los requisitos legales y administrativos aplicables. 
 
Tratándose de embargo de bienes muebles, el mismo deberá realizarse en la Sección Única del 
Registro Único de Garantías Mobiliarias del Registro Público de Comercio. 
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Una vez trabado el embargo, el ejecutado no puede alterar en forma alguna el bien embargado, ni 
celebrar contratos que impliquen el uso del mismo, sin previa autorización del juez, quien al decidir 
deberá recabar la opinión del ejecutante. Registrado que sea el embargo, toda transmisión de 
derechos respecto de los bienes sobre los que se haya trabado no altera de manera alguna la 
situación jurídica de los mismos en relación con el derecho que, en su caso, corresponda al 
embargante de obtener el pago de su crédito con el producto del remate de esos bienes, derecho 
que se surtirá en contra de tercero con la misma amplitud y en los mismos términos que se surtiría 
en contra del embargado, si no hubiese operado la transmisión. 

 
Cometerá el delito de desobediencia el ejecutado que transmita el uso del bien embargado sin previa 
autorización judicial. 
 

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
 
Artículo 436.- El orden que debe guardarse para los secuestros es el siguiente: 
 
I.- Bienes consignados como garantía de la obligación que se reclame; 
II.- Dinero; 
III.- Créditos realizables en el acto; 
lV.- Alhajas; 
V.- Frutos y rentas de toda especie; 
VI.- Bienes muebles no comprendidos en las fracciones anteriores; 
VII.- Bienes raíces; 
VIII.- Sueldos o pensiones; 
IX.- Derechos, y 
X.- Créditos no realizables en el acto. 
 
Artículo 439: El ejecutante puede señalar los bienes que han de ser objeto del secuestro; sin 
sujetarse al orden establecido por el artículo 436; 
I.- Si, para hacerlo, estuviere autorizado por el obligado, en virtud de convenio expreso; 
 
II.- Si los bienes que señale el ejecutado no son bastantes, o si no se sujeta al orden establecido en 
el artículo 436, y 
 
III.- Si los bienes estuvieren en diversos lugares. En este caso puede señalar los que se hallen en el 
lugar del juicio. 
 
 

CÓDIGO PENAL FEDERAL 
 
Artículo 139.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta años y cuatrocientos a mil 
doscientos días multa, sin perjuicio de las penas que correspondan por otros delitos que resulten: 
 
I. A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o similares, material radioactivo, 
material nuclear, combustible nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos que 
emitan radiaciones, explosivos, o armas de fuego, o por incendio, inundación o por cualquier otro 
medio violento, intencionalmente realice actos en contra de bienes o servicios, ya sea públicos o 
privados, o bien, en contra de la integridad física, emocional, o la vida de personas, que produzcan 
alarma, temor o terror en la población o en un grupo o sector de ella, para atentar contra la seguridad 
nacional o presionar a la autoridad o a un particular, u obligar a éste para que tome una 
determinación. 
 
II. Al que acuerde o prepare un acto terrorista que se pretenda cometer, se esté cometiendo o se 
haya cometido en territorio nacional. 
 
Las sanciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo se aumentarán en una mitad, 
cuando además: 
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I. El delito sea cometido en contra de un bien inmueble de acceso público; 
 
II. Se genere un daño o perjuicio a la economía nacional, o 
 
III. En la comisión del delito se detenga en calidad de rehén a una persona. 
 
Artículo 148 Bis.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta años y de cuatrocientos a mil 
doscientos días multa, sin perjuicio de las penas que correspondan por otros delitos que resulten: 
 
I. A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o similares, material radioactivo, 
material nuclear, combustible nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos que 
emitan radiaciones, explosivos o armas de fuego, o por incendio, inundación o por cualquier otro 
medio violento, realice en territorio mexicano, actos en contra de bienes, personas o servicios, de un 
Estado extranjero, o de cualquier organismo u organización internacionales, que produzcan alarma, 
temor o terror en la población o en un grupo o sector de ella, para presionar a la autoridad de ese 
Estado extranjero, u obligar a éste o a un organismo u organización internacionales para que tomen 
una determinación; 
 
II. Al que cometa el delito de homicidio o algún acto contra la libertad de una persona 
internacionalmente protegida; 
 
III. Al que realice, en territorio mexicano, cualquier acto violento en contra de locales oficiales, 
residencias particulares o medios de transporte de una persona internacionalmente protegida, que 
atente en contra de su vida o su libertad, o 
 
IV. Al que acuerde o prepare en territorio mexicano un acto terrorista que se pretenda cometer, se 
esté cometiendo o se haya cometido en el extranjero. 
Para efectos de este artículo se entenderá como persona internacionalmente protegida a un jefe de 
Estado incluso cada uno de los miembros de un órgano colegiado cuando, de conformidad con la 
constitución respectiva, cumpla las funciones de jefe de Estado, un jefe de gobierno o un ministro de 
relaciones exteriores, así como los miembros de su familia que lo acompañen y, además, a cualquier 
representante, funcionario o personalidad oficial de un Estado o cualquier funcionario, personalidad 
oficial u otro agente de una organización intergubernamental que, en el momento y en el lugar en 
que se cometa un delito contra él, los miembros de su familia que habiten con él, sus locales 
oficiales, su residencia particular o sus medios de transporte, tenga derecho a una protección 
especial conforme al derecho internacional. 
 
Artículo 400 Bis. Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de mil a cinco mil días multa al 
que, por sí o por interpósita persona realice cualquiera de las siguientes conductas: 
 
I. Adquiera, enajene, administre, custodie, posea, cambie, convierta, deposite, retire, dé o reciba por 
cualquier motivo, invierta, traspase, transporte o transfiera, dentro del territorio nacional, de éste 
hacia el extranjero o a la inversa, recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando tenga 
conocimiento de que proceden o representan el producto de una actividad ilícita, o 
 
II. Oculte, encubra o pretenda ocultar o encubrir la naturaleza, origen, ubicación, destino, 
movimiento, propiedad o titularidad de recursos, derechos o bienes, cuando tenga conocimiento de 
que proceden o representan el producto de una actividad ilícita. 
 
Para efectos de este Capítulo, se entenderá que son producto de una actividad ilícita, los recursos, 
derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando existan indicios fundados o certeza de que 
provienen directa o indirectamente, o representan las ganancias derivadas de la comisión de algún 
delito y no pueda acreditarse su legítima procedencia. 
 
En caso de conductas previstas en este Capítulo, en las que se utilicen servicios de instituciones que 
integran el sistema financiero, para proceder penalmente se requerirá la denuncia previa de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
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Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en ejercicio de sus facultades de fiscalización, 
encuentre elementos que permitan presumir la comisión de alguno de los delitos referidos en este 
Capítulo, deberá ejercer respecto de los mismos las facultades de comprobación que le confieren las 
leyes y denunciar los hechos que probablemente puedan constituir dichos ilícitos. 

 


